	Fecha
	15 de junio de 1953
	Sesión número
	27

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JOAQUÍN OSWALDO CEA CHÁVEZ

	Recurrido: MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

	Objeto del recurso: El recurrente (salvadoreño) alega que, habiéndose visto obligado a detenerse en Costa Rica por la situación política de El Salvador, no se le otorgó la calidad de asilado político, y teme su deportación.

	Respuesta del recurrido: La orden no emanó del Ministro, sino del Jefe de Migración; y no existe constancia de que el recurrente sea asilado político.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (procedimiento justificado).


N° 27
Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día quince de junio de mil novecientos cincuenta y tres, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Aguilar, Ávila, Sánchez, Cordero, Fernández Hernández, Castillo, Trejos, Bejarano, Acosta y Fernández Porras.
Artículo V
JOAQUÍN OSWALDO CEA CHÁVEZ, conocido socialmente por WALDO CEA VELASCO, de nacionalidad salvadoreña, establece recurso de Amparo contra el señor Ministro de Relaciones Exteriores, por considerar que este alto funcionario no aplica a su caso el artículo 31 de la Constitución Política. En síntesis alega que, con motivo de una represión antidemocrática desatada en su país de origen en el mes de setiembre del año pasado contra los sectores de la Oposición, que aún persiste, se vio imposibilitado a continuar su viaje hacia El Salvador cuando llegó a Costa Rica procedente de varios países de Europa y América del Sur; que amparándose en el derecho de asilo que establece el artículo 31 de la Constitución Política, se radicó en esta ciudad e inmediatamente hizo gestiones para incorporarse a la vida universitaria del país, habiendo solicitado y obtenido del Consejo Superior de la Universidad el acuerdo por medio del cual se le concedió revalidación de los estudios que había hecho en la Facultad de Derecho de El Salvador, matriculándose como alumno regular de la Facultad de Derecho durante el corriente año; que hace algún tiempo, el Ministerio de Seguridad Pública, por medio de su Departamento de Extranjeros, lo llamó para informarle que no se le consideraba como asilado político; que ante tal situación dirigió un telegrama al señor Presidente de la República, a fines de febrero de este año, invocando a su favor el derecho constitucional a que se ha referido; pero que en el mismo Departamento de Extranjeros se le dijo entonces, y así se hizo constar por escrito en su pasaporte, que se le concedían tres meses para arreglar su situación; que el día ocho de este mes fue llamado al Departamento de Extranjeros del Ministerio de Relaciones Exteriores (que es el mismo del Ministerio de Seguridad Pública, ahora insubsistente), y alegando otra vez que no es asilado político se le ha encarcelado y teme que se pretenda expulsarlo del territorio costarricense pretextando cualquier irregularidad en su documentación, puesto que desde hace algún tiempo, en el mismo Departamento de Extranjeros, se le decomisó el pasaporte sin darle de ello explicación alguna, con lo que se está perpetrando violación flagrante del derecho constitucional de asilo. En el aspecto puramente legal, aduce el recurrente como razones para que se declare procedente este recurso, que el derecho de asilo es una institución admitida ahora casi universalmente, y de manera muy arraigada, por el Derecho Internacional Latinoamericano; que nuestra Carta Fundamental consagra expresamente el derecho en su artículo 31 ya mencionado, pues según ese texto todo perseguido por razones políticas tiene derecho al asilo en el territorio de la República; que es claro que existe en el presente caso el derecho de asilo invocado, y su existencia no sufre menoscabo aún cuando el perseguido por razones políticas hubiere ingresado al país asilante sin documentación alguna, pues si por falta de documentación se afirmara que no puede nacer el derecho de asilo, resultaría muy fácil para los gobiernos antidemocráticos enviar al destierro a sus perseguidos políticos sin proveerles de documentación para tenerlos al alcance en todo caso, por la vía cómoda e inocente de la “repatriación”; que él, el recurrente, ingresó al país con sus documentos en orden, y mal puede un funcionario de la República alegar irregularidad en la documentación para desconocer el derecho constitucional de asilo perfectamente adquirido y plenamente consolidado.
El señor Ministro de Relaciones Exteriores, al evacuar el informe que le fue solicitado, manifestó en primer término, que el propio recurrente reconoce que la orden que—dice—viola un derecho consagrado en la Constitución, fue impartida por el Jefe del Departamento de Extranjeros, por lo que estima que este Tribunal es incompetente para conocer del recurso de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6° párrafo 1° de la Ley de Amparo, debiendo conocer del mismo uno de los Jueces Penales de la capital, conforme lo determina el párrafo 2°. Luego expone el señor Ministro, y sin perjuicio del punto planteado sobre incompetencia, que los hechos que narra el recurrente son muy distintos, pues es uno de los tantos “viajantes internacionales”, como lo demuestra su propio pasaporte, el cual acompaña con carácter devolutivo; que como se podrá apreciar, a dicho señor se le extendió su pasaporte N° 55ª por el Ministerio de Relaciones Exteriores de la República de El Salvador con fecha 30 de mayo de 1952; que con el mismo se le autorizó para dirigirse a Guatemala, a cuyo país ingresó el 2 de setiembre siguiente; en ese país solicitó y se le concedió visa para dirigirse a Cuba y a México, y aparece abandonando el territorio guatemalteco el día 8 de setiembre dicho; que no obstante esas visas y permiso extendido por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Guatemala, el señor Cea Chávez no fue ni a Cuba ni a México, sino que se dirigió—no se sabe cómo—a Miami, Estados Unidos de América, adonde arribó el día 9 de ese mes; que sin que aparezca cómo salió de Miami—como no aparece cómo entró a Estados Unidos y ni a los países de donde había obtenido visas—aparece luego en Zúrich, Suiza, en donde tuvo varias idas y venidas, cuyos destinos se ignoran por no demostrarlos el pasaporte; que a excepción de la última salida (25 de noviembre de 1952), que es la que motiva su permanencia actual en Costa Rica, se ignora a qué lugares de Europa hizo sus continuos viajes y los motivos de ellos, hechos que quedan al prudente arbitrio de la Corte apreciarlos; que con fecha 1° de noviembre de 1952, el recurrente obtuvo visa para entrar a Guatemala de nuevo, y en vía de tránsito, en calidad de turista, para entrar a territorio costarricense el día 22 del mismo mes; que arribó a Costa Rica el 29 de noviembre con un permiso único de quince días, como reza su visa, en su calidad de turista; pero no obstante eso, permaneció ilegalmente en el país, y fue así como tuvo que ser llamado por el Departamento de Extranjeros para solicitarle abandonara el país de inmediato; que a petición del señor Cea Chávez, y para darle tiempo para arreglar sus cosas, se le extendió un permiso de permanencia como turista que caducó el 29 de marzo de este año, a pesar de lo cual el recurrente ha persistido en su empeño de permanecer en el país de forma ilegal; que según se podrá apreciar, el recurrente no es ningún exiliado político ni se halla en Costa Rica al amparo del artículo 31 de nuestra Constitución que le garantiza el derecho de asilo; pues por el contrario, sus andanzas, conforme lo muestra su pasaporte, ponen en duda sus propias actividades dados sus ingentes gastos; que la orden dada—razón por la cual se halla recluido el recurrente en la Penitenciaría de esta ciudad—se ha motivado en disposiciones legales vigentes; que los artículos 27, 28, 29, 30 y concordantes del Decreto N° 4 de 26 de abril de 1942 regulan la situación de Cea y la orden correspondiente para que abandone el territorio nacional se justifica en razón de haber caducado desde hace varios meses el permiso que se le había otorgado; y nótese, continúa exponiendo el señor Ministro, que no se puede en forma alguna autorizar prórrogas indefinidas, además que ello es atribución facultativa del Departamento de Migración, y en ningún caso puede otorgarse el permiso de residencia a quien ya ha ingresado como turista; que la permanencia del turista podrá ser cancelada en cualquier momento, si su conducta, antecedentes o comportamiento lo justifican, y que el recurrente no sólo es de antecedentes dudosos, sino que su conducta y comportamiento son pésimos (acompaña en vía de demostración de lo dicho, copia del parte enviado al señor Juez Tercero Penal por la Dirección de Detectives, en que aparece Cea complicado en un ataque personal al señor Álvaro Goicoechea Quirós, y copia de la declaración rendida por el mismo Cea ante el señor Agente Fiscal); que, como se ha dicho, la permanencia del señor Cea Chávez en el país es de todo punto de vista ilegal, lo que autoriza de pleno la medida tomada; y que esas razones son las que han motivado el que se haya ordenado su expulsión del territorio de Costa Rica, y que la detención que guarda es necesaria para tener a buen recaudo a la persona contra quien se ha dictado la orden. Finalmente manifiesta el señor Ministro que es de hacer notar que el recurrente, como obtuvo en Zúrich visa para dirigirse a Guatemala, tenía y tiene pasaje reservado en la compañía “K. L. M.” y, para su salida del país ordenada por el Departamento de Extranjeros, dicho pasaje ha sido aceptado por la compañía TACA Internacional: que además, Cea recurrió a la “K. L. M.” en demanda de que le fuera devuelto el valor del pasaje, lo que le fue negado en virtud de no haber presentado la documentación que demostrara su residencia en Costa Rica—que legalmente no puede obtenerla—o por lo menos la autorización de autoridad competente; y concluye solicitando que sea declarado sin lugar el recurso de Amparo que ha formulado el señor Cea Chávez.
Discutido el caso ampliamente, se resolvió:

I. Que la excepción de incompetencia para conocer del recurso opuesta al Tribunal por el funcionario informante es improcedente, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 4° de la Ley de Amparo. 

Los Magistrados Quirós, Ávila, Cordero, Castillo y Acosta votaron por declarar con lugar la excepción, porque a su juicio la Corte carece de competencia por no haber emanado la orden de que se queja el recurrente del señor Ministro de Relaciones Exteriores, sino del Jefe del Departamento de Migración.

II. Declarar sin lugar el recurso porque la situación del recurrente no tiene la calidad de asilado político, sino la de extranjero cuya documentación no se ajusta a lo que disponen las leyes de la materia, pues el permiso temporal para permanecer en el país que le fue concedido caducó, sin que lo haya renovado la autoridad respectiva, así como en razón de los demás antecedentes que relata el señor Ministro de Relaciones Exteriores.
